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CONSTANCIA SECRETARIAL 
 
A partir de la fecha, 6 de Mayo de 2024 quedan las diligencias en 
secretaría a disposición de los sujetos procesales en traslado común 
por el término de tres (03) días, para que, sí lo consideran conveniente, 
adicionen los argumentos presentados, ello de conformidad con lo 
dispuesto en el articulo 194 inciso 4º de la ley 600 de 2000. Vence el 8 
de Mayo de 2024. 
 
Vencido el término del traslado, SI      NO     se adicionaron 
argumentos de la impugnación. 
 
El secretario (a), 
 
 

 

ANA KARINA RAMIREZ VALDERRAMA 
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ASUNTO

Resolver el recurso de reposición Interpuesto como principal por
Néstor Henry Pabón PiAerM contra el auto Interlocutorlo 740/23 de
29 de junio de 2023 que, entre otras cosas, le acurnulójuridicamente las
penas impuesta en los procesos con radicados 85001 31 07 001 2016
00275 00 MI. 92:1 y 850013107001-2019-00010-00 NI. 33115,

ANTECEDENTES PROCESALES

En ssnttnda de 17 de marzo de 2020, el Juzgado Penal del Circuito
Especializado de Yopai-Casanare condenó, entre otros, a Néstor Henry
Pabón Piñeros como responsable de los delitos de desaparición forzada
agravada, tortura y homicidio agravado; en consecuencia, Is impuso
doscientos ochenta y ocho (2B8) meses de prisión, multa de 1680
smimv., inhabititación para el ejercicio de derechos y furiclones públicas
en monto de 240 meses, le negó la suspensión condicional de la ejecución
de la pena y la libertad condicional. Decisión que cobró ejecutoria el 8 de

' julio de 2021.

En pronunciamiento de 29 de marzo de 2022, esta Instancia judicial
avocó conocimiento de la actuación en que Néstor Henry Pat>6n
Piñeros se encuentra privado de la libertad desde el 14 de junio de 2016.

Ulteriormente, en auto de 29 de junio de 2023, esta sede judicial
acumuló las penas impuestas a Néstor Henry Pabón Piñeros en los
procesos con radicados 85001 31 07 001 2016 00275 00 NI. 9211 y
850013107001-2019-00010-00 NI. 33115 que se adelantaron,
respectivamente, por los delitos de desaparición forzada agravada,
tortura y homicidio agravado para el primero y, desaparición forzada y
homicidio agravado en concurso heterogéneo para el segundo, en el
Juzgado Penal del Circuito Especializado de Yopal Casanare; en
consecuencia, se le fijó una sanción definitiva de quinientos cincuenta
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(550) meses y d»ce (12) días de prisión, multa de tres mil trece
(3013) s.m.l.m.v. e inhabilitación para el ejercicio de derechos y
funciones públicas por el término de veinte (20] años.

La actuación da cuenta de que al penado se le ha reconocido
redención de pena en monto de 603 días en auto de 5 de enero de 2022
y 25 dias en auto de 29 de junio de 2023.

OE LA DECISIÓN RECURRIDA

En auto intetlocutorio 740/23 de 29 de junio de 2023, esta sede
judicial acumuló jurídicamente las penas impuestas a Néstor Henry
Pabón Pineros en los procesos con radicados 85001 31 07 001 2016
00275 00 NI. 9211 y 850013107001-2019-00010-00 NI. 33115 que se
adelantaron, respectivamente, por los delitos de desaparición forzada
agravada, tortura y homicidio agravado para el primero y, desaparición
forzada y homicidio agravado en concurso heterogéneo para el segundo,
en el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Yopal Casanare; en
consecuencia, se (e fijó una sanción de quinientos cincuenta (550)
meses y doce (12) dias de prisión, multa de tres mil trece (3013)
s.m.l.m.v. e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones
públicas por el término de veinte (20) años.

En la citada decisión se indicó que, para efectos de la acumulación
jurídica de penas correspondía acudir a lo dispuesto en el artículo 31 del
Código Penal, que exige tomar como base la pena más grave que, en el
caso, corresponde a los 320 meses de prisión que por los delitos de
desaparición forzada y homicidio agravado en concurso heterogéneo le
Impuso el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Yopal-Casanare en
la sentencia que, el 14 de marzo de 2000, profirió en el proceso que le
adelantó bajo el radicado 850013107001-2019-00010-00.

Asimismo, se explicó que conforme con el ámbito de discrecionaildad
que otorga la reseñada norma, esto es, la posibilidad de acrecentarla
hasta otro tanto, se Incrementó la sanción en atención a la sentencia que
por los delitos de desaparición forzada agravada, tortura y homicidio
agravado, emitió, el 17 de marzo de 2000, el Juzgado Penaf del Circuito
Especializado de Yopal-Casanare, en razón del proceso con radicado
85001 31 07 001 2016 00275 00, en el que se le atribuyeron 288 meses
de prisión en un 80% de esta pena a acumular y cuya proporción
corresponde a 230 meses y 12 dias.

De tal manera, se concluyó que, la pena de trescientos veinte (320)
meses de prisión incrementada en doscientos treinta (230) meses y doce
(12) dias, arrojaba, una vez sumados dichos montos, que la pena
jurídicamente acumulada quedaba en definitiva en quinientos
cincuenta (550) meses y doce (12) dias de prisión por los delitos
de desaparición forzada agravada, tortura y homicidio agravado y, de
desaparición forzada y homicidio agravado en concurso heterogéneo.
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Frente a la pena de multa, esta se fijó en e> equivalente a [res mil
trece (3013) s.m.l.m.v., que correspondiente a la sumatoria de las multas
impuestas en las sentencias a acumular, conforme lo dispuesto en el
numeral 4° del articulo 39 del Código Penal, toda vez que fue el resultado
del valor de las sanciones pecuniarias impuestas en los fallos referidos.

Finalmente, en cuanto a la obligación indemnizatoria, se mantuvo la
fijada al penado Néstor Hcnry Pabón PIñeros en cada uno de tos fallos
de condena, esto es, cien (100) smimv por daños y perjuicios morales en
favor de las victimas dentro del proceso 85001 31 07 001 2016 00275
00 y cien (100) smimv para las victimas del radicado 850013107001-
2019-00010-00.

DEL RECURSO

El penado Néstor Henry Pabón PIAeros presentó recurso de
reposición y en subsidio de apelación contra el auto interlocuCorio 740/23
de 29 de junio de 2023, para cuyo efecto argumenta, en primer lugar, la
Inexistencia de argumentación del Juzgado "pera fiiar el aumento ael 80%
¡Je la seffuniía condena en el término de acumulación y en segundo lugar al
sobre pasar los límices de la condena estaC/ec/dos en la norma que debe aplicar
en el ceso en concreto."

Refiere que el Juzgado "se limitóa manifestar el incremento de la pena,
dejando a este recurrente sin argumentos para hacer uso de su derecho de
defensa material por lo que trasgrede mi derecho fundamental al debido proceso
entre otros, de tal manera que es el recurso de reposición el llamado a corregir
lo reprochado'y, para tal efecto, trae a colación decisión AP,8360 de 2016
Rad. 47953 de la Corte Suprema de Justicia de cuyos apartes resalta:

"...J. £n el presente asunto, aparece gue ei juez ejecutor Incrementó la sanción
pnvafi^a de la libertad impuesta en sentencia Oel 28 tfe octubre de 2009, de 1B2
meses en SO más, sin explicar su proceder pues ni un salo argumento se ofrec/d
al respecto, actuar que trasgrede ñagrantemente el derecho a un debido proceso
y la garantía de defensa ya aue se le niega al senlano'ado y demés sujetos
procesales la posibilidad de cuestionar las razones que sirvieron de susento para
el incremento punitivo, y por supuesto Impide que la segunda instancia realice el
control de legalidad frente a la determinación recurrida...

De igual manera, expuso que lo mismo ocurrió frente a las penas
accesorias de multa e inhabilitación, las que aduce, njó el Juzgado "sin
ningún sustento que permitiera su reproche, limitando mi derecho de
confrontación, por lo que a la vista se toma violstoria del debido proceso'.

De otra parte, esgrime que en cuanto a fa pena acumulada, el
Juzgado soslayó que 'las das sentencias condenatonas recibidasa este recurrente
fueron impuesta bajo el estatuto de Ley 600 del 2000 por hecbos acaecidos antes de la
entrada en vigencia de la ley 990 de 2004. que modifico la ley 599 de 2000 o código
penal, por ic que para ese entonces ¡Fecna de ios Hecnos) la pena máxima era de 40
años de prisión, por lo que sobrepasar ese pena a los albores de acumulación jurídica
de penas se toma violatono de mis dereci>osa la seguridad jurídica, debida proceso y
carente de legalidad, pues no se puede eofrar a desmejorar las condiciones de un
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condtfíido apfíeondo ncrmBOvas aturas al tiempo de te comtsión tíe tos por lo
f>dgo un tfarmác de otencion s la juóioitura par^ que ses corregida la decisión

/ocurrida y apUqve en debida forma la pena acumulable''.

nnalmente, aduce que esta instancia 'deba referirse ai articulo31 del
código penal onginal, y no con la refárm» del Articulo1 la ley 890 de ZOl'i (AüTlCULO
¡o. B maso 2o. del articulo 31 del Código Penal quedará asi: "En ningún caso, en los
eventos de concurso, la pena privativa de la llt>enadpodré exceder de sesenta (SO)
años '.) que fue la que incremento las penas, teniendo en cuenta que la última norma
en menoón no entro en vigencia de forma inmediata en el territorio colombiano, sino
que de forma gradual así lo hizo, y en la fecha y hger de los hechos que dieron origen
a las condenas recibidas, aún permanecía en vigencia el articulo 31 original del código
penal".

Por lo anterior, solicita que a través del recurso se ajuste "la pena
de prisión inicialmente fomarfa para que en su efecto ayuste de legalidad
la pena original a imponer, de mantenerle esa disposióón recurrida,
solicito de la manera más respetuosa a la segunda instancia, realizar el
a;usfe, para que de esa manera, se modifique la pena impuesta en el
auto interlocutorio recurrido'.

CONSIDERACIONES DEL DESPACHO

De conformidad con lo previsto en el artículo 189 de la Ley 600 de
2000, se resuelve el recurso de reposición propuesto como principal por
el interno Néstor Henry Pabén Pifteros contra el auto 740/23 de 29 de
junio de 2023, que acumuló jurídicamente las penas Impuestas a'
nombrado en los procesos con radicados 85001 31 07 001 2016 00275
00 NI. 9211 y 850013107001-2019-00010-00 NI. 33115.

Sea lo primero precisar que el penado Néstor Henry Pabón
Piñeros en su recurso alude a dos puntos de inconformismo: el primero,
radica en la i'alta de argumentación del Juzgado para acrecentar en un
80% la pena acumulada y con e»o, imponer una sanción definitiva de
quinientos cincuenta (S50) meses y doce (12) días de prisión y multa de
tres mil trece (3013) s.m.l.m.v. y, segundo, la imposición de una pena
acumulada definitiva superior a 40 años de prisión, cuando aduce que los
punibles se desplegaron con anterioridad a la entrada en vigencia del
código penal que prescrlt>e una pena máxima en Colombia de 60 afios.

Por lo anterior, esta instancia abordará cada urto de los puntos de
inconformismo del recurrente por separado.

Del incremento en un 80% de ia pena a acumular.

El recurrente Néstor Henry Pabón Piñeros precisó que al
momento de irrogar la pena acumulada, esta instancia omitió exponer las
razones por las que a la sanción más gravosa se le aumentó el 80% de
ta pena dosificada en menor cuantía, lo que aduce, le impide ejercer su
derecho de contradicción, pues de contera Ignora las motivaciones del
Juzgado para abrogarte quinientos cincuenta (550) meses y doce
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(12) días de prisión.

En un caso similar al que aquí se estudia y en t\ que se discutía
cuáles eran los parámetros legales establecidos para la cuant'ficaclón de
la pena en el instituto de la acumulación jurídica de penas al aplicar las
regtas relativas al concurso de delitos, \a Sala de Casación Penal de la
Corte Suprema de Justicia' precisó:

Deterunnadón del "ofu tanto' de/ artícuío 31 del C.P.

Sn efecto, en CSJAP, de Abr 2015. Rad 45507. se pntí&ó que;

"fftfonces. (a pena oue debe f^iane al momento de la acvmulécióñ jurídica se
deduce, por remis/óo, de los fundamentos Jurídicos y féeticos de la sentencia que
va a ser unifícsdai sin acudir al sistema de cvartos como equivocadamente h
pisotea el recurrente, toda vez gue las conductas ademas de haber stdo
debidamente dosificadas en le sentencia, el objeto de ia acumi/ladón es que vanas
sentencias se conviertan en una, única e ind'vs/bfe, en la cual se fija una pena
razonabie y dentro de ios limites normativos.

La norma de los cuartos era apiicabíe cuando se trata de mdwduallzar la sanción
al momento de proferirse la sentencia, y e//o se respetó efí el presente evento.
pero para efectos de la acumulación sófo se debe acudir al artículo 31 del Código
Penal."

Posteriormente, en CSJ AP, 10 DfC2015. Rad. 47158. se indicó:

'En esa labor de determinación de la proportíon Que aumenta la pena en los casos
de concurso delictual. ef Leg/slador otorgó al Jue^ un poder dlscreaonal. sin que
elh impIlQue un proceder artitraho. caprichoso o antojadizo, pues el mismo debe
sustentarse en la evaluación de fas conductas punibies que fueron objeto de
reproche, en las arcunstancias en que se comettó 'a conducta y en las condiciones
personales del procfisado2. como también en los bornes cuantitativos previstos en
el articulo 31 del C-P , concretamente, (i) el incremento no puede superarla simja
aritmética de las penas correspondientes, (ii) 'hasta en otro tanto' y (l/IJ sin
sobrepasar los 60 aAos de prísrón.

En el mismo sentido, y con el propósito de Hjar pautas claras que definan la
. fycvitad del jut^adorpara determinar la pena en estos eventos, aplicatjies también

a tos CdSOí de acumulación juridfca de penas, la Corte unifícó su junsprudenoa, a
partir de la cual se resuelven los problemas de hem}ef\éutica suscitados con la
entrada en vtgencia del articulo 31 del C.P. • Ley599 de 2000 •, norma que omitió
hacer referencia a criterios puntuales oríeneadores de la actividad Juñsdiccional
como sí acontecía en d Decreto Ley 100 de 1980. ¡naso 2° del articulo 6í.

En efecto, en la SP $420-20i4 de 30 de abril de 2014, rad. 41.3S0, la Sala recogió
la postura conforme a la cual el incremento punitivo por el concurso de conductas
punibles se sujetaba a la valoración de los enteraos obrantes en ef articulo 61 inciso
3^ del Código Penal, como quief9 que '(...} rto sólo carecería de sustento
nortriativo, sino además reñiría con ef principio de no volver sot>re lo mismo dos
veces, ya que tales aspectos debieron ser aprecjados por el Juez a la hora de
Individualizar la pena por cada comportamiento concurrente."

Asi. sostuvo la S^a que '(. ) tampoco es afortunado sugerir que en la concreaón
del avfftento por el concurso no SK puede apreciar el número de delitos que
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convergen, pues una tal valoración es int}erv}te al sentido del articulo 3 S de la
Ley 599 de 2000, en el cual la infracción de *varias disposiciones de la ley penal
o varias veces la misma disposición* suscita la obligación de determinar las
sanciones *que correspondan a las respectivas conductas punibles debidamente
dosiñcadas cada una de ellas», además de conp'derar la proh/bicfón de no exceder
su *suma aricmética". La cantidad de ilícitos en la dosificación de la pena se trata,
por lo tanto, de un factor que al funcionario no le es posible desconocer'

Dado el fin de vniflear fa Jurisprudencia, la Sala, en esta oportunidad,
aclara que ei Incremento punit¡¥o en los casos de concurso depende,
además de los factores euantítati¥os pre¥istos en ef articulo Si del Código
Penal, de les siguientes criterios: (i) el número de conductas concurrentes
y (Ii) tos principios de necesidad, proporcionalidad y raaonabilidad, que
tienen que ¥er con la gra¥edad, asi como las modalidades especificas, de
los delitos que concursan.

Lo anterior, sin emíiargo. no encuentra fundamento en el artículo 61 de la Ley $99
de 2000. como equivocadamente lo manifestó la Corte en preténta ocasión, sino
en la norma rectora consagrada en e! artículo 3^ tíe/ código sustantivo.

Oe ahi que. cuando ei funcionario ha fijado las penas por cada delito concurrente,
escoge ia sanción Tiás grave v la incrementa en razón del concurso, no sóio tiene
ei deber de considerar límites numéricos como el hasta otro tanto, la suma
aritmética o ef máximo de sesenta (SO) años de prisión, sino a la vez puede
invocar aspectos valorativos como la cantidad de conductas y la mayor o
menor gravedad de los comportamientos, asi como las modalidades bajo
las cuales fueron ejecutadas fas accionesr en aras de que el resultado
guarde armonía con los fines def derecho penaf de amparar bienes
Jurídicos, evitar sanciones excesivas e impedir en fas decisiones Judiciales
ei subjetivismo o la irracionalidad (negrillas no ¿parecen en el texto original). '*

Recalca esa Corporación que:

"Como ya se destacó, la Corte ha reconocido que en la determinación de la pena
por razón de ia acumulaoón jurídica el Juez ejerce una facultad discrecional, no
arbitrarla O caprichosa, dado que el enunciado previsto en canon 470 def Estatuto
Procesal Penal no precisa los criterios a valorar en esa labor, salvo fa remisión
expresa al articulo 31 del C. P.

Por ello, con el propósito de precisar los aspectos a tenerse en cuenta en esa
función, la Sala ha indicado que en la fijación del monto de la pena se consideraran
las conductas punibles que fueron objeto de reproche, en las circunstanaas en
que se cometieron, las condiciones personales del procesado, los limites
cuantitativos señalados en el artículo 31 del C p.. especiñcamente, que el
incremento no supere la suma antmética de las penas correspondientes, la
proporción de "hasta en otro tanto", y la no superación de ios 60 años si se trato
de prisión. (CSJAP, 10 0ic2015. Rad. 47158).

ramt>ién, "(i) el número de cond\tctas concurrwtes y (H) los principios de
necesidad, proporcionalidad y razonabiiidad, que tienen que ver con la gravedad,
asi como las modalidades especificas, de hs deiitt>s que concursan.' (CSJ SP. 30
Abr20l4, Rad. 41350).'

De manera más reciente el mismo Colegiado reiteró:

'Sodre /os límites al poder discrecional dei juez para determinar la porción en 91/e
acumula las penas, ha dicho esta Corporación que:

"oEn esa labor de determinadón de la p/oportiófí que aumenta ta pena en los
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C9S0S tí9 concvTso ctefktiJ9l, ef Legl8t9dor otorgó aí Juez un poder discredonal, sin
^ue e/lo Impílífue un proceder ertiergrio, C9prícnoso o sntvJádUo, pues e/ mismo
Oetfe sustentarse en la ev9fV9e/ón de las conductas pun/tríes gue fueron objeto tíe
refiroctte, «n fas arcunstancfas en que se cometió ia conducta y en las condiciones
p^rsonét^ del procesado^, como también en ios bornes cvantitatfvos previstos en
el artkulo 31 del C.P., concretamente, (i) el incremento no puede superar la suma
aritmética de las penas correspondientes, (il) 'hasta en otro tanto", y (''0 sin
sobreasar los 60 años de prisión. "(CSJ AP, 10 Ole 20IS, «atf. 47156)".

Adicional a todo lo anterior no se puede dejar de lado que la acumulación Jurídica
de las penas es una fígura procesal oue conlleva la fíjaaón de una nueva y mas
favorabie sanción para el procesado.

Bajo esta Intelección, se le debe precisar al recurrente que no ie asiste razón en
sc' pedimento, cuando se opone a la tasación que fue Impuesta por cuanto a que
ella refiiija »n beneficio punitivo importante, fue resuHado de un ejercicio, si t>itn
discrecional del Juez de ejecución, pero fundado los principios de necesidad,
proporcionalidad / razonabilidad, que tienen que ver con le gravedad de la
conducta.

Lo primero por cuanto a que la acumulación Jurídica de penas que solícitá con
ocasión a las dos sentencias que pesan en su contra, como Instituto procesal le
reportó un beneficio representado en la reducción de la pena que se acumula a la
de mayor gravedad de la sentencia por la que fiie condenado a 60 meses de prisión
al haber s/do reconocido una roduccJón de 18 meses, al ser determinada en 42
meses.

y a ese resultado objetivo llegó el juez de ejecución de penas, no de manera
caprictiosa, sino a través del ejercicio discrecional regulado por la necesidad,
razonabiiidad y la proporciorjalidad al tener en cuenta fas drcunstandas tácticas y
modales del comportamiento que se le reprocharon y declaradas por el juez de
conocimiento.

En consonancia con lo analizado, la Sala considera que el incremento en <2 meses
de la pena de prisión irrogado por el jue¿ ejecutor es un monto que asoma
proporcionai en la medida no sólo que acata tos limites numéncos impuestos por
la ley, sino porque además para su tasaaón se invocaron aspectos valorativos
tales como la cantidad y lesivdad de los punibles cometidos, asi como la modalidad
en que fueran ejecutadas las acciones y la personalidad del encartado,
orcunstancias que permiten vislumbrar el fundamento jurídico para la
determinación cuantitativa de la acumulación de penas efectuado por el a quo.

Aunado a eilo, el referido descuento se advierte también razonable como quiera
que no es un monto dest>ortíado o arbltrarío si se Oene en cuenta ia importancia
de ia entidad del bten jurídico tutelado de la libertad y formaaón sexual del que
es titular una menor de J 4 años, sino objetivo y equilibrado ai ubicarse dentro del
rango de pena determinado en la sentencia que se acumula, e mfenor en 18 meses
ai tope máximo que se impuso de 60 meses, guarismo que emerge
signifícatívamente benéfíco a ios intereses del encartado y atiende a las funciones
de prevenoón especial y reinserción social de la pena previstas en el inaso
segundo del Código Penal y que le son propias al estadio de la ejecución punitiva,
dado que con aquel se verlñca la utilidad y progresividad del tratamiento
penitenciano de una sanción que, a ia fectJa, alcanza someramente el 13% de su
redención al bordear los veintidós (22) meses de privación efectiva de la libertad.

Para el e^to consideró que se debía tener en cuenta que er uno de los procesos
el condenado fue sancionado por la comisión de dos delitos que atentaron contra
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el Ubre desarrollo de la formación sexual de dos niñas menores de edad, a las
cuales sofnetió para realizar una serie de actos sexuales, sin importarle que las
Infantas no tenia la capacidad para determinarse a obrar de esa manera.

Oe la misma manera, que la Intensidad del dolo escaba marcada en la agresión de
menores que no tenían la capacidad de resistirse y rechazar los actos 'morbosos'
de su agresor, quien se escudaba en su falsa profesión de médico naturlsta y
utilizar esa aparente condición para realizar tales comportamientos, motivos
suficientemente fundados para considerar acertada la cuantifícadón en un 70%
de la pena ya irrogada...'.

Con fundamento en la Jurisprudencia trasliterada se tiene que al
momento de acumular las penas In^puestas a Néstor Henry Pabón
Pifíeros en (os radicados 85001 31 07 OOl 2016 00275 00 NI. 9211 y
850013107001-2019-00010-00 NI. 33115, esta seQe judicial no actuó de
manera caprichosa o arbitraria y, aunque se eludió argumentar los
motivos Dor los que se atribuyó una pena acumulada de quinientos
cincuenta (550) meses y doce (12) días de prisión y multa de tres
mil trece (3013) s.m.l.m.v., desde ahora se anticipa que se mantendrá
la decisión recurrida en cuanto el monto de dicha sanción, derivada de
tomar el 80% del monto de la pena menor y adicionarla a la sanción más
gravosa, pues lo cierto es que ello claramente obedeció al "(i) el número
de condiKCas concurrentes y fli) los principios de necesidad, proporcionalidad y
razonabiiidad, que tienen que ver con la gravedad, así como las modalldatles
especifícas, de los delitos que concursan".

En punto al tema, es preciso señalar en primer lugar que no
corresponde a esta sede judicial entrar a valorar situaciones analizadas
por los faüadores al momento de proferir sentencia ni menos aun, debatir
los argumentos en tos que sustentaron las penas impuestas, pues lo
cierto es que éstas hicieron tránsito a cosa juzgada y de manera alguna
tales montos, tasados de manera individual ni las sanciones finales
impuestas pueden ser objeto de modificación.

De esta manera, el Juzgado se centrará de manera concreta en
sei^alar que, para efecto de la acumulación jurídica resuelta en el auto
objeto de recurso, se tomó la pena más grave impuesta a Néstor Henry
Pebén PiReros dentro del radicado 850013107001-2019-00010-00;
esto es, 320 meses de prisión y se le aumentó el 80% de la pena menor,
que corresponde a la impuesta en la presente actuación, radicada bajo el
CUl 85001 31 07 001 2016 00275 00.

En esencia, la pena asi acumulada devino en razón a que en fallo de
17 de marzo de 2020, Néstor Henry Pabón Plñeros fue condenado por
los delitos de desaparición forzada agravada, tortura y homicidio
agravado, desplegados en el mes de marzo de 2020 y, en decisión de
29 de octubre de 2021, se (e impuso pena por iguales comportamientos;
esto es, desaparición forzada agravada y homicidio agravado, cometido
en el mismo mes y año, actuaciones punibles que por si solas reflejan un
grado de reprochabilldad social de tal magnitud que fue el propio
legislador el que optó por Imponer para dichos punibles las penas más
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elevadas del ordenamiento sancionaCorío.

Nótese como la pena Impuesta por el Juzgado Penal del Circuito
Especializado de Yopal-Casanare correspondiente al radicado S50D1 31
07 OOi 2016 00275 00, dentro del que más delitos se atribuyeron a
Néstor Henry Pabón Plñeros, esto es, desaparición forzada
agravada, tortura y homicidio agravado, lo fue en un monto inferior,
mientras que la pena más gravosa se impuso dentro del proceso 85001
31 07 001 2016 00275 00, en el que se condenó al nombrado por la
primera y última de las conductas atrás enunciadas, de manera que en
función de los principios de necesidad, proporcionalidad y
razonabilidad, el Despacho consideró que el porcentaje del 80% de la
pena menor adicionada a la más alta, se muestra justa para el número,
modalidad y reincidencia de las infracciones cometidas, máxime cuando
en todo caso, la sanción acumulada constituyó un beneficio para el
nombrado, quien obtuvo una disminución de la pena a purgar de 57
meses y IS días, sin que ello haya significado la vulneración de las
regias contenidas en el articulo 31 de la ley penal, pues el Incremento no
superó la suma aritmética de las penas fijadas en los fallos acumulados,
como tampoco se sobrepasó 60 años de prisión, máximo previsto en la
normativiüad penal vigente al momento de realizar la acumulación.

Ahora bien, en cuanto a la acumulación de la pena de multa la Sala
Penal de la Corte Suprema de Justicia afirmó que para tasar la pena de
multa bajo el concurso de conductas punibles se debe aplicar la
disposición establecida en el numeral 4° del articulo 39 del Código Penal,
que Indica que 'en caso de concurso de conductas punibles o acumulación de
penas, las multas correspondientes a cada una de las infracciones se
BumarÁn. pero el total no podrá exceder del máxime fijado en este
artículo para cada clase de multa" (negrillas y subraya fuera de texto).

En un caso similar la Corte Suprema esgrimió' que la Juez "nopodía
sdidonsr ofro tanto a la pena de multa fijada para el delito base de 116.629 salaros
rr}inimo5 mensuales, ouepa^éi et caso fue de 20 salarios mínimos mensuales por eJ delito
de conc/eíto para deflncjuir, con el fín de imponer una multa total de 138-639 salano^
mínimos, pues debía sumar tí valor de cada multa individualmente
considerada".

Por tanto, al acumular las penas de multa, rto es dable como así
pretende el reojrrente, acudir a la misma regla que para efecto de
acumular la pena privativa de la libertad se acogió, pues claramente dicha
acumulación corresponde a la sumatorla de las penas fijadas por los
falladores, lo que también se extiende a los daños y perjuicios.

De la imposición de pena acumulada superior a 40 años.

Refiere el recurrente que los hechos punibles objeto de acumulación

>Corte Suprema de JustIQa SenKnci» SP-I1S732017 <903461 de 9 Ce egKU de 2017.
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se desplegaron bajo la egida de la Ley 599 de 2000, sin el aumento que
para las conductas trajo la Ley 890 de 2004, motivo por el que, con
Fundamento en el principio de favorabllldad, la pena acumulada no podía
superar, en su criterio, 40 años de prisión, máxima sanción que podía
Imponerse en aplicación de la primera de las referidas normativas.

Ahora bien, acorde con el numeral 7» del articulo 38 de la Ley 906
de 2004, es del resorte de los Juzgados de esta categoría, conocer de la
aplicación del principio de favorabllldad cuando debido a una ley posterior
hubiere lugar a reducción, modificación, sustitución o extinción de la
sanción penal.

La aplicación del principio de favorabllldad consagrado por el artículo
29 de la Constitución Política no admite excepciones, porque en desarrollo
de este solo es factible acoger en materia penal las normas posteriores
que sean menos restrictivas.

En el caso, el sentenciado Néstor Henry Pabón Piñeros solicita
que la pena impuesta como acumulada no supere el monto de 40 años,
con fundamento en el articulo original 37 del Código Penal.

Tal disposición señalaba:
"1. L3 pena <3e prisión tendrá und sfureclón máximei tfc cubrenfs (40) años,

2. Su cumpiimiento, asi como fos bsnsñQios pen/tenoanos tó
redvcóóry íie la conóer}», se ajustarán a lo dispuesto en las leyes y e! pres&^te
código.

3. La detención preventiva rro se reputa como pena. Sin embarco, en caso ae
condena, e/ tiempo cumplido bajo tal circunstancia se computará como parte
cumplida ae la pena".

Al respecto y para mayor claridad se tiene que en contra de Néstor
Henry Pabón PIAeros se emitieron dos sentencias condenatorias por
cuenta de los procesos contentivos de los radicados 85001 31 07 001
2016 00275 00 NI. 9211 y 850013107001-2019-00010-00 NI. 331J5 tal
y como lo revela et cuadro.

I SMixC iM C^SmÍI?»

Revisada la tasación efeauada por los Juzgados falladores, en cada
una de los reseñados procesos que se adelantaron en contra Néstor
Henry Pabón Piñeros. se observa con diafanidad que en ninguno de
ellos las penas de prisión que se le Impusieron rebasaron el tope máximo
de duración previsto para la época de tos hechos, esto es 40 años de
prisión, pues nótese que las sanciones correspondieron conforme refleja
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e! cuadro a 288 meses o 24 años de prisión y, 320 meses o 26 años
y B meses de prisión.

En ese orden de ideas y como quiera que los Jueces falladores en
ninguna de las sentencias precitadas al realizar la dosificación punitiva de
manera individual superaron el máximo de la pena prevista en el artículo
37 del Código Penal original, esto es, 480 meses o 40 años de prisión,
deviene lógico colegir que no existió vulneractón de los topes legales
fijados por la normativiúad penal que regía para la fecha de comisión de
la conducta.

No obstante, es preciso señalar que las penas Impuestas en las
sentencias en precedencia enunciadas fueron objeto de acumulación
jurídica en el auto que ahora es objeto de recurso, lo cual derivo,
finalmente, en la fijación de una pena acumulada jurídicamente de
quinientos cincuenta (550) meses y doce (12) días de prisión y
multa de tres mil trece (3013) s.m.l.m.v.

Para tal efecto, se indicó;

"En ese orden de ideas y para efectos de la acumulaaír juríaica de penas
corresponde acudir a lo dispuesto en el articulo 31 del Código Penal gue exige
tomar como base la pena más grai/e que, en eJ caso, corresponde a los 320 meses
de prisión que por los delitos de desaparición fyrzada y homicJdlc agravado en
concurro heterogéneo le Impuso el Juzgado i^nal del Circuito Espedailíado de
Yopai-Casanar^ en la sentencia que, el 24 üe marzo de 2000, profírfó en eiproceso
que le adelantó bajo el radicado 850013í0700¡-20l9-000l0-00.

Entonces, confirme el ámbito de discrecionallded que otorga la reseñada norma,
esto M, acrecentaría hasta otro canto, se Incrementara la sanción en atención a
la sentencia que por los delitos de desaparición forzada agravada, tortura y
l^omicidio agravado, emitió, el 17 de marzo de 2000, el Juzgado Penal del Circuito
Bspeaafizado de Yopai-Casanare, en razón del proceso con radicado 85002 32 07
001 2016 00275 00, en ei que se le atribuyeran 288 ^ses de pns'ón en un 80°^
de esta pena a acumular y cuya proporción corresponde a 230 meses y ¡2 días.

De manera tai que, la pena de tresaentos veinte (320) meses da prisión
¡ncrementada en doscientos treinta (230) meses y doce (22) dias, arroja, una vez
sumados dichos montos, ^ue la penaJurídicamente acumuiada queda en definitiva
en quinientos tíncutnta (SSO) frieses y doet (12) días tfe prisión por los
delitos de desaparición forzada agravada, tortura y Inmieldlo agravado y,
de desaparición torta<la y homicidio agravado en concurso heterogéneo'.
(negnilas del ^uzgaQo}.

Ahora bien, para la fecha en que se concretó la acumulación jurídica
de penas, esto es, 29 de junio de 2023, la norma vigente y aplicable al
caso correspondía al articulo 37 del Código Penal, modificado por el
artículo 2" de la Ley 890 de 2004, que señala;

'La pena de prisión para ios tipas penales tendrá una duración máxima de
cincuenta (SO) años, excepto en les casos «fe concurso' (negrilla fuera de
texto).
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Entonces t>ajo la comprensión que para la acumulación jurídica de
penas a voces de los artículos 460 de la Ley 906 de 2004 y 470 de la Ley
600 de 2000 corresponde aplicar las regias previstas para el concurso de
conductas punibles y como quiera que para la fecha de las acumulaciones
referidas en esta actuación, la norma vigente del concurso, esto es el
articulo 31 del Código Penal, modificado por el precepto 1° de la Ley 890
de 2004 estableció que "...En ningún aso, en los eventos de concurso, la
pena privativa de la libertad podrá exceder de sesenta (60) años (.••)",
permite evidenciar que, ese tope como tampoco el de los cincuenta (50)
años, actualmente, en vigor fue superado en la fijación de la pena que se
señaló como acumulada jurídicamente, esto es, quinientos cincuenta
(550) meses y doce (12) días o cuarenta y cinco (45) años, 10 meses
y doce (12) días que es lo mismo.

No está demás, precisar al sentenciado que los 40 años o 480 meses
de prisión que como máximo de sanción penal preveía el ordenamiento
jurídico penal para la época de los hechos que se le endilgaron,
correspondía al límite para la tasación individual de cada delito,
extremo que por consiguiente no tiene porque coincidir de cara al
concurso, de ahí entendible la salvedad o excepción que en este último
aspecto registra la norma y, cuyas pautas legales regulan, ínsístase, la
acumulación jurídica de penas.

Sobre dicho aspecto la Corte Suprema de Justicia, ha dicho:

'(...) otro de los topes se reladona con la prohibición en tí concurso de delitos de
no superar la pena los 60 añas de prísión' (articulo 31 -2 de la Ley 599 de 2000,
modificado por el articulo 2° de la Ley 890 de 2004), regla que no hay que
confundir con ei límite para tasar la pena individualmente para cada ilicitud que
establece el articulo 37 del C.P. en 5Óaños^\

Corolario de lo anterior, se itera, la pena de 40 años que como
máxima Imperaba con la primigenia Ley 599 de 2000, no puede
sobrepasarse para comportamientos desplegados durante su vigencia,
pero para cada una de las conductas tasadas cuando se trata de
actuaciones en las que se han desplegado más de un delito; sin embargo,
tal regla no concurre entratándose de concurso o como en este caso, de
acumulación Jurídica de penas, donde el legislador permitió aumentar
"hasta en otro tanto'3 discrecionalidad del Juez la pena impuesta al delito
más grave.

Por las razones anteriormente expuestas, esta Instancia NO
REPONDRÁ el auto 740/23 de 29 de juniode 2023; en consecuencia, se
concederá en el efecto DEVOLUTIVO para ante el Tribunal Superior de
Bogotá Sala Penai el recurso de apelación interpuesto como subsidiarlo
por Néstor Henry Pabón Pineros.

' Acnjsifnente so a^os amrde con la »éntenaa C-OH de 2023
* Corte Suprema se ]u«Uda Sala de Casaciún Penal ceM STP7509-2021
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OTRAS DETERMINACIONES

Remítase copia de la presente decisión al establecimiento
penitenciario, con el ñn de que repose en la hoja de vida del sentenciado.

Entérese de la decisión adoptada al penado en su lugar de reclusión
y a la defensa en la dirección obrante en el expediente.

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Dieciséis de Ejecución de
Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá. D.C.,

RESUELVE

t.-No reponer el auto 740/23 de 29 de junio de 2023, conforme lo
expuesto en la motivación,

2.-Conceder en el efecto devolutivo, para ant: TntfDnaKSuperior de
Bogotá, Sala Penal, el recurso de apelación interpiiesKWmoYubsidiario
por Néstor Henry Pabón Pineros. /\

3.-Dese inmediato / íumplimiento
determinaciones. í /[^

NdnFíouEae^

acápite /de otras

Enlafecha NGttftm.f n^resladoNo.

u anterior

Eiseoetano;
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